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LEGISLACION ESPAÑOLA 
JEFATURA DEL ESTADO 
Ley Orgánica 11/1980, de 1 de diciembre, sobre los supuestos previstos en el 
artículo 55, 2, de la Constitución [BOE del 2·XII·1980]. 
DON JUAN CARLOS 1, REY DE ESPAÑA 
A todos los que la presente vieren y 
entendieren, 
Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la 
siguiente Ley Orgánica: 
Artículo primero. 1. A los efectos 
previstos en el artículo cincuenta y cin-
co, dos, de la Constitución, se entenderá 
que las personas cuyos derechos funda-
mentales pueden ser suspendidos, en los 
supuestos y con el alcance que se de-
terminan en la presente Ley, son aque-
llas que, presuntamente integradas o re-
lacionadas bien con elementos terroris-
tas, bien con bandas armadas que incidan 
gravemente en la seguridad ciudadana, 
planeen, organicen, ejecuten, cooperen o 
inciten de modo directo, a la realización 
de las acciones que se especifican en el 
siguiente apartado, así como a quienes, 
una vez proyectadas, intentadas o come-
tidas las mismas, hicieren su apología 
pública o encubriesen a los implicados 
en ellas. 
2. El ámbito de aplicación de la pre-
sente Ley comprenderá las acciones si-
guientes: 
a) Delitos contra la vida y la integri-
dad física. 
b) Detenciones ilegales bajo rescate, 
o bajo cualquiera otra condición, y de-
tenciones ilegales con simulación de fun-
ciones públicas. 
c) Tenencia o depósitos de armas, 
municiones o explosivos, así como su 
adquisición, fabricación, transporte o · su-
ministro. 
d) Coacciones, amenazas o extorsio-
nes. 
e) Incendios y otros estragos. 
f) Delitos contra la seguridad exterior 
del Estado. 
g) Los delitos directamente conexos 
con los anteriores y, en general, los que 
el Código Penal califique como terro-
ristas. 
Artículo segundo. 1. A las personas 
comprendidas en el ámbito del artículo 
primero de esta Ley por su presunta 
participación o colaboración en las accio-
nes enumeradas en el mismo, se les po-
drán suspender, siempre que se observen 
las garantías que en esta Ley se estable-
cen, todos o algunos de los derechos 
fundamentales siguientes: 
a) El derecho a ser puestos en liber-
tad o a disposición de la autoridad judicial 
en el plazo máximo de setenta y dos ho-
ras desde su detención. 
b) El derecho a la inviolabilidad de 
sus domicilios respectivos y a no sopor-
tar en ellos registro alguno sin consen-
timiento o resolución judicial que lo 
supla. 
c) El derecho a la inviolabilidad de 
las comunicaciones y, en especial, de las 
postales, telegráficas o telefónicas, y al 
secreto de éstas. 
2. Las resoluciones en que se decre-
ten tales suspensiones serán notificadas 
inmediatamente a los interesados, salvo 
las previstas en su apartado c), cuando 
con ello se comprometa el resultado de 
las investigaciones. 
Artículo tercero. 1. Los detenidos, 
por hallarse implicados en cualquiera de 
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los delitos enumerados en el artículo pri-
mero, serán puestos a disposición del 
Juez competente, para instruir el corres-
pondiente procedimiento, dentro de las 
setenta y dos horas siguientes a la de-
tención. No obstante, la dt.tención guber-
nativa podrá prolongarse el tiempo nece-
sario para los fines investigadores hasta 
un plazo máximo de otros siete días, 
siempre que tal propuesta se ponga en 
conocimiento del Juez antes de que 
transcurran las setenta y dos horas de la 
detención. El Juez, en el término previs-
to en el artículo cuatrocientos noventa y 
seis de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal, denegará o autorizará la prolonga-
ción propuesta. 
2. Durante la detención, el Juez po-
drá, en todo momento, requerir informa-
ción y conocer personalmente, o median-
te delegación en el Juez de Instrucción 
del partido o demarcación donde se en-
cuentre el detenido, la situación de éste, 
pudiendo el primero, en su caso, revocar 
la autorización de prolongación de la 
detención. 
La previsión anterior se entiende sin 
perjuicio de las actuaciones judiciales 
pertinentes en caso de utilización injus-
tificada o abusiva de las facultades gu-
bernativas contenidas en la presente Ley, 
y de las competencias que en defensa de 
la legalidad corresponden al Ministerio 
Fis~al. 
3. La autoridad que haya decretado 
la detención o prisión podrá ordenar la 
incomunicación por el tiempo que estime 
necesario mientras se completen las di-
ligencias o la instrucción sumarial sin 
perjuicio del derecho de defensa que 
afecte al detenido o preso y de lo que 
establezca la Ley en desarrollo del ar-
tículo diecisiete, tres, de la Constitu-
ción .. 
Artículo cuarto. 1. Los miembros 
de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad 
del Estado podrán proceder, sin necesi-
dad de autorización o mandato judicial 
previo, a la inmediata detención de los 
presuntos responsables de las acciones a 
que se refiere el artículo primero, cual-
quiera que fuese el lugar o domicilio 
donde se ocultasen o refugiasen, así co-
mo al registro de los efectos o instru-
mentos que en ellos se hallaren y que 
pudiesen guardar relación con los delitos 
de que se les acusase. 
2. El Ministro del Interior o, en su 
defecto, el Director de la Seguridad del 
Estado, comunicará inmediatamente al 
Juez competente el registro efectuado, las 
causas que lo motivaron y los resultados 
obtenidos del mismo, con especial refe-
rencia a las detenciones que, en su caso, 
se hubiesen practicado. 
Artículo quinto. 1. El Juez compe-
tente podrá acordar en resolución moti-
vada, por un plazo de hasta tres meses, 
prorrogables por iguales períodos, la 
observación postal, telegráfica o telefóni-
ca, para aquellas personas sospechosas de 
estar integradas o relacionadas con los 
grupos armados a que se refiere el ar-
tículo primero. 
2. En caso de urgencia, esta medida 
podrá ordenarla el Ministro del Interior 
o, en su defecto, el Director de la Segu-
ridad del Estado, comunicándolo inme-
diatamente por escrito motivado al Juez, 
quien, también de forma motivada, re-
vocará o confirmará tal resolución en un 
plazo máximo de setenta y dos horas 
desde que fue ordenada la observación. 
3. En todo caso, el resultado de la 
observación deberá comunicarse puntual-
mente al Juez competente, quien podrá 
revocar lo acordado en cualquier momen-
to, total o parcialmente. En el supuesto 
de revocación deberá ejecutarse inmedia-
tamente la resolución. 
4. La sucesiva o sucesivas prórrogas 
se someterán a los mismos trámites. 
Artículo sexto. La instrucción, cono-
cimiento · y fallo de las respectivas causas 
criminales corresponderá exclusivamente 
a los Juzgados Centrales de Instrucción 
y a la Audiencia Nacional. 
Artículo séptimo. Sin perjuicio de los 
demás medios de control parlamentario 
que prevean los Reglamentos del Congre-
so de los Diputados y del Senado el Go-
bierno informará a éstos, al menos cada 
tres meses, o antes si así lo solicitan dos 
Grupos Parlamentarios, del uso que se 
hace y del resultado obtenido por la 
aplicación de las medidas previstas en esta 
Ley. 
Artículo octavo. 1. La utilización in-
justificada o abusiva de las facultades 
contenidas en la presente Ley producirá 
la responsabilidad prevista en el último 
párrafo del artículo cincuenta y cinco, 
dos, de la Constitución. 
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2. Los que, como consecuencia de la 
aplicación de las medidas contenidas en 
dichos preceptos, sufran en su persona, 
derechos o bienes, daños o perjuicios por 
actos que no les sean imputables podrán 
exigir ser indemnizados de acuerdo con 
lo dispuesto en la legislación aplicable. 
3. Serán, aSImIsmo, indemnizables 
por el Estado los daños y perjuicios que 
se causasen a terceros como consecuencia 
o con ocasión de la ejecución, esclareci-
miento o represión de las acciones a que 
se refiere la presente Ley. 
Disposición adicional 
La sustanciación de las causas contra 
las personas acusadas de los delitos y 
conductas contra la seguridad ciudadana 
a que se refiere el artículo primero de 
esta Ley tendrá absoluta preferencia sobre 
cualesquiera otras, y su tramitación se 
ajustará al procedimiento especial suma-
rio que al efecto se determine en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, sin que en 
ningún caso su duración pueda exceder 
de sesenta días. 
Disposición final 
La presente Ley entrará en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado». 
Por tanto, 
Mando a todos los españoles, particu-
lares y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta Ley Orgánica. 
Palacio Real, de Madrid, a uno de di-
ciembre de mil novecientos ochenta. 
JUAN CARLOS R. 
El Presidente del Gobierno, 
ADOLFO SUAREZ GONZALEZ 
MINISTERIO DE ADMINISTRACION TERRITORIAL 
Resolución de 29 de enero de 1981, de la Dirección General de Administra· 
ción Local, por la que se regula el ejercicio del derecho de representación co· 
lectiva y de reunión de los funcionarios de las Corporaciones Locales [BOE 
del 4-11·1981 l. 
La inexistencia de una normativa con-
creta que regule el ejercicio efectivo del 
derecho de representación colectiva y de 
reunión de los funcionarios de las Cor-
poraciones Locales, reconocido en los ar-
tículos 21, 28, 103-3 y 149-2-18 de la 
Constitución, así como el proceso abier-
to en las Corporaciones Locales tras las 
elecciones de 1979, que han dado lugar 
a la apertura de un diálogo entre éstas 
y sus funcionarios, ha provocado una 
dinámica que bajo criterio y procedi-
miento muy dispares tiene como finali-
dad la determinación de representantes 
válidos para negociar la diversa proble-
mática que les afecta. 
En este sentido la exclusión de los 
funcionarios públicos de la regulación es-
tablecida en el Estatuto del Trabajador 
y la falta de desarrollo del Real Decreto 
1522/1977, de 17 de junio, regulador del 
derecho de aSOCIaClOn de los funcionarios 
públicos no ha permitido establecer los 
cauces normales para hacer frente a la 
problemática creada. 
Por ello, y con el fin de establecer cri-
terios que sirvan de base a las Corpora-
ciones Locales para afrontar dicha pro-
blemática, con carácter provisional y sin 
perjuicio de 10 que establezca el Esta-
tuto de la Función Pública, 
Esta Dirección General ha resuelto: 
Artículo primero. Ambito. 
1. Las instrucciones provisionales que 
se establecen por la presente Resolución 
son de aplicación a los funcionarios de 
carrera y, en su caso, a los contratados 
en régimen de derecho administrativo, al 
servicio de las Corporaciones Locales que 
se encuentren en las situaciones de ser-
vicio activo o supernumerario. 
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2. Las Corporaciones en las que pres-
te servicio personal contratado en régi-
men de derecho administrativo podrán 
acordar la existencia de una representa-
ción de este personal ante la propia Cor-
poración y su integración en el Comité 
de Personal, estableciendo normas análo-
gas a las de la presente Resolución y 
teniendo en cuenta las peculiaridades en 
el régimen legal de prestación de servi-
cios por dicho personal. 
SECCION PRIMERA 
ORGANOS DE REPRESENTACION 
Artículo segundo. Delegados de Per-
sonal. 
1. La representación de los funciona-
rios de carrera y, en su caso, de los con-
tratados en régimen de derecho admi-
nistrativo en las Corporaciones Locales 
cuya plantilla orgánica comprende menos 
de 50 puestos de trabajo, corresponderá 
a los Delegados de Personal. 
2. En las Corporaciones cuya plantilla 
orgánica tenga menos de 25 puestos de 
trabajo existirá un Delegado de Personal; 
en las Corporaciones cuya plantilla tenga 
un número de puestos de trabajo com-
prendidos entre 25 y 49 existirán tres 
Delegados de Personal. 
3. Los Delegados de Personal ejerce-
rán ante l a Corporación la representación 
para la que fueron elegidos. 
Artículo tercero. Comités de Personal. 
1. El Comité de Personal es el órga-
no representativo colegiado del conjunto 
de los funcionarios de carrera y, en su 
caso, de los contratados en régimen de 
derecho administrativo en cada Corpora-
ción, constituyéndose en aquéllas cuya 
plantilla orgánica sea' de 50 o más puestos 
de trabajo. 
2. El número de miembros del Comi-
té de Personal se determinará de acuer-
do con la siguiente escala: 
De 50 a 100 puestos de trabajo, 5. 
De 101 a 250 puestos de trabajo, 9. 
De 251 a 500 puestos de trabajo, 13. 
De 501 a 750 puestos de trabajo, 17. 
De 751 a 1.000 puestos de trabajo, 21. 
De 1.001 a 2.000 puestos de traba-
jo, 29. 
De 2.001 a 3.000 puestos de traba-
jo, 37. 
De 3.001 en adelante, 3 por cada mil 
o fracción. 
3. Los Comités de Personal elegirán 
de entre sus miembros un Presidente y 
un Secretario, y elaborarán su propio Re-
glamento de Procedimiento en consonancia 
con lo establecido en la presente Resolu-
ción, dando conocimiento del mismo a la 
Corporación respectiva. 
4. Los Comités de Personal podrán 
reunirse al menos cada dos meses o en 
plazo menor si así lo estableciese el Re-
glamento de Procedimiento, y siempre' 
que lo solicite un tercio de sus miem-
bros. 
5. Los Comités de Personal podrán 
acordar la incorporación a los mismos 
con voz y sin voto, de un representante 
de cada Organización o Asociación Sín-
dical que hubiera obtenido más de un 
10 por 100 del total de los votos emiti-
dos en las elecciones para el Comité. 
Articulo cuarto. De las Secciones 
Sindicales. 
Las Secciones Sindicales sin perjuicio 
de lo prevenido en el artículo 3.°, 5, de 
la presente Resolución, tendrán las fun-
ciones siguientes: 
a) Recoger las reivindicaciones profe-
sionales, económicas y sociales de los 
diferentes Centros de trabajo y plantear-
las ante la Corporación y ante el Comité 
de Personal. 
b) Convocar asambleas en los Centros 
de trabajo siempre que las circunstancias 
lo requieran. 
c) Representar y defender los intere-
ses de la Organización Sindical o profe-
sional que representan y de los afiliados 
de la misma y servir de instrumento de 
comunicación entre su Organización y la 
Corporación. 
Artículo quinto. Elecci6n y duraci6n 
del mandato. 
1. Los Delegados de Personal y los 
Comités de Personal se elegirán por to-
dos los funcionarios de carrera y, en su 
caso, por los contratados en régimen de 
derecho administrativo, mediante sufragio 
personal, directo, libre y secreto que po-
drá emitirse por correo en la forma que 
establezca la convocatoria electoral. 
2. La duración del mandato de los 
Delegados de Personal y de los miembros 
del Comité de Personal será de dos años, 
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pudiendo ser reelegidos en sucesivos pe-
ríodos electorales. 
3. Solamente podrán ser revocados los 
Delegados y miembros del Comité du-
rante su mandato, por decisión de los 
funcionarios que los hayan elegido, me-
diante asamblea convocada al efecto a 
instancia de un tercio, como mínimo, de 
sus electores y por mayoría absoluta de 
éstos mediante sufragio personal, libre, 
directo y secreto. La revocación no po-
drá replantearse hasta transcurridos por 
lo menos, seis meses. 
4. Los miembros del Comité ostenta-
rán su condición de tales hasta la cele-
bración de nuevas elecciones. 
Sólo cesarán individualmente por las si-
guientes causas: 
al Dimisión voluntaria. 
b 1 Por baja o excedencia. 
cl Por decisión de la Organización 
Sindical por cuya candidatura fue ele-
gido, salvo que dentro de la misma se 
hubieren presentado como independien-
tes. 
En todos los casos la persona cesante 
será sustituida por el candidato siguiente 
dentro de su misma lista. 
5. En el caso de producirse vacantes 
por cualquier causa en los Delegados de 
Personal, se convocará elección para pro-
veer dicha vacante en el plazo de los diez 
días siguientes. 
6. En el caso de producirse vacantes 
por cualquier causa en los Comités de 
Personal, aquélla se cubrirá automática-
mente por el candidato siguiente, de la 
misma candidatura o lista a que perte-
nezca el sustituido. 
7. Se convocarán nuevas elecciones al 
Comité de Personal: 
al En caso de dimisión de más de la 
mitad de sus componentes. 
b 1 En caso de que la aplicación suce-
siva de la sustitución prevista en los 
párrafos anteriores implicase el cambio 
de más del 60 por 100 de los miembros 
respecto a la composición inicial del Co-
mité. 
Artículo sexto. Garantías y facultades. 
1. Los miembros del Comité de Per-
sonal y los Delegados de Personal como 
representantes legales de los funcionarios 
de carrera y, en su caso, de los contrata-
dos en régimen de derecho administra-
tivo, tendrán las siguientes garantías y 
facultades: 
al Audiencia del Comité de Personal 
o, en su caso, de los restantes Delegados 
de Personal en los supuestos de seguirse 
expediente disciplinario a uno de ellos, 
sin perjuicio de la del interesado que se 
regula en el procedimiento disciplinario. 
bl Expresar individual o colegiada-
mente, con libertad, sus opiniones en las 
materias concernientes a la esfera de su 
representación, pudiendo publicar y dis-
tribuir, sin perturbar el desenvolvimiento 
del trabajo, las comunicaciones de inte-
rés profesional, laboral o social, comu-
nicándolo previamente a la Corporación. 
cl No poder ser discriminados en su 
promoción económica o profesional en 
razón precisamente del desempeño de su 
representación durante su mandato, ni 
dentro del año siguiente a la expiración 
del mismo. 
dl Disponer de un número de horas 
mensuales de las correspondientes a su 
jornada de trabajo sin disminución de 
sus retribuciones, para el ejercicio de sus 
funciones de representación, de acuerdo 
con la siguiente escala: 
Corporaciones de hasta 100 puestos de 
trabajo, 15 horas. 
Corporaciones de 101 a 250 puestos 
de trabajo, 20 horas. 
Corporaciones de 251 a 500 puestos de 
trabajo, 30 horas. 
Corporaciones de 501 a 750 puestos 
de trabajo, 35 horas. 
Corporaciones de 751 en adelante, 40 
horas. 
2. Por acuerdo de la Corporación y 
el Comité podrán acumularse las horas 
disponibles por cada uno de los distin-
tos miembros del Comité de Personal y, 
en su caso, de los Delegados de Personal, 
en uno o varios de sus componentes, sin 
rebasar el máximo total, pudiendo que-
dar relevado o relevados del trabajo, sin 
perjuicio de sus retribuciones. 
3. Los representantes de los funcio-
narios que tengan mandato en Organiza-
ciones de ámbito regional o nacional po-
drán disponer de un número de horas 
adicionales para atender dicha represen-
tación y, en todo caso, por el tiempo ne-
cesario fijado en la convocatoria de las 
actividades para las que sean citados ofi-
cialmente. 
4. Las Corporaciones Locales facilita-
rán a los Delegados de Personal y a los 
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Comités de Personal, los locales y me-
dios materiales que se estimen necesarios 
para el debido cumplimiento de sus fun-
ciones. 
Artículo séptimo. Capacidad. 
Los Delegados de Personal y los Co-
mités de Personal tendrán capacidad ju-
rídica para ejercer acciones administra-
tivas o judiciales en todo lo relativo al 
ámbito de sus competencias por decisión 
mayoritaria de sus miembros. 
SECCION SEGUNDA 
COMPETENCIAS 
Artículo octavo. Los órganos de re-
presentación de los funcionarios de ca-
rrera y, en su caso de los contratados 
en régimen de derecho administrativo, 
tendrán las siguientes competencias: 
a) Recibir información en todos los 
asuntos de personal de la respectiva Cor-
poración. 
b) Emitir informe con carácter previo 
a la adopción de todos los acuerdos ple-
narios en materia de personal y a los 
acuerdos y resoluciones sobre premios y 
sanciones, así como en los referentes al 
régimen de prestación de los servicios. 
Igualmente los órganos de representa-
.ción de los funcionarios tendrán acceso 
y podrán emitir informe en cualesquiera 
otros expedientes en materia de per-
sonal. 
c) Plantear y negociar ante los órga-
nos correspondientes de la Corporación 
cuantos asuntos procedan en materia de 
personal, régimen de prestación de los 
servicios, condiciones de seguridad e hi-
giene en el desarrollo del trabajo y régi-
men de asistencia, seguridad y previsión 
social en lo que sea competencia de la 
Corporación. 
SECCION TERCERA 
PROCEDIMIENTO ELECTORAL 
Artículo noveno. Electores y elegibles. 
1. Serán electores todos los funciona-
rios de carrera y, en su caso, los contra-
tados en régimen de derecho administra-
tivo, de la Corporación y elegibles aque-
llos que tengan al menos seis meses de 
antigüedad en la misma. 
2. Se podrán presentar candidatos pa-
ra la elección de Delegados de Personal 
y miembros del Comité de Personal, por 
los Sindicatos y Asociaciones legalmente 
constituidos. Igualmente podrán presen-
tarse los funcionarios de carrera y, en su 
caso, los contratados en régimen de de-
recho administrativo, que avalen su can-
didatura con un número de firmas de 
electores equivalente, al menos, a tres 
veces el número de puestos a cubrir. 
Artículo décimo. Elección de Delega-
dos de Personal. 
En la elección para Delégados de Per-
sonal cada elector podrá dar su voto a 
un número máximo de aspirantes equi-
valente al de puestos a cubrir entre los 
candidatos que lo hayan pedido y hayan 
sido proclamados como tales. Resultarán 
elegidos los que obtengan el mayor nú-
mero de votos. En caso de empate será 
elegido el candidato de mayor antigüe-
dad en la Corporación. 
Artículo undécimo. Elecciones para el 
Comité de Personal. 
1. En las Corporaciones de más de 
50 puestos de trabajo el censo de elec-
tores podrá distribuirse en uno o más 
Colegios por la Junta Electoral en fun-
ción de la composición profesional de la 
plantilla de funcionarios de carrera y, en 
su caso, de los contratados en régimen 
de derecho administrativo. Cada Junta 
Electoral determinará, en su caso, el nú-
mero de Colegios que mejor se adapte a 
dicha composición. 
2. En las elecciones a miembros del 
Comité de Personal en las Corporaciones 
cuyas plantillas de puestos de trabajo su-
peren las 50, la elección se ajustará a las 
siguientes reglas : 
a) Cada elector podrá dar su voto a 
una sola de las listas presentadas, que se-
rán cerradas y en las que los candidatos 
aparecerán ordenados y numerados. 
b) Estas listas deberán contener, co-
mo mínimo, tantos nombres como pues-
tos a cubrir más el 50 por 100 de di-
chos puestos. En cada lista deberán fi-
gurar las siglas del Sindicato o coalición 
o grupo de funcionarios de carrera y, en 
su caso, contratados en régimen de dere-
cho administrativo que la presenten. En 
las listas, si figurasen candidatos inde-
pendientes, deberá hacerse constar ex-
presamente esta condición al lado del 
nombre del candidato con este carácter. 
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C) Mediante el sistema de representa-
ción proporcional se atribuirá a cada lista 
el número de puestos que le correspon-
dan, de conformidad con el cociente que 
resulte de dividir el número de votantes 
por el de puestos a cubrir. Si hubiese 
puesto o puestos sobrantes, se atribuirán 
a la lista o listas que tengan un ma-
yor resto de votos. 
d) La lista que no obtenga un míni-
mo de votos válidos equivalentes al 5 
por 100 de votantes no se computará a 
efectos de distribución de los represen-
tantes. 
3. La inobservancia de cualquiera de 
las reglas anteriores determinará la anu-
labilidad de la elección del candidato o 
candidatos afectados. 
Artículo duodécimo. Junta Electoral. 
1. En cada Corporación se constitui-
rá una Junta Electoral, q,le iniciará cada 
proceso electoral. Dicha Junta Electoral 
estará compuesta por la Comisión de Per-
sonal de la Corporación o, en su defecto, 
por la Comisión Permanente o el Pleno 
y por representantes de los funcionarios 
por cada una de las Organizaciones Sin-
dicales, Asociaciones acreditadas o coali-
ciones que se presenten. La representa-
ción de la Corporación y de los funcio-
narios será paritaria. 
Se incorporarán a la Junta Electoral 
representantes de los funcionarios no afi-
liados a alguna Organización Sindical, una 
vez que hayan presentado una lista elec-
toral, debiendo adecuarse, en este caso, 
el número total de representantes de los 
funcionarios en dicha Junta a las previ-
siones del punto anterior. 
2. La Junta Electoral, en el acuerdo 
de convocatoria de elecciones, determina-
rá el número de Colegios, el censo de 
electores correspondiente a cada uno y el 
número y la ubicación de las Mesas elec-
torales, así como, en su caso, la regula-
ción del voto por correo. Igualmente" ten-
drá como misión fundamental obtener 
de la Corporación el censo de electores, 
subsanar o resolver las reclamaciones de 
todo tipo; señalar el calendario de las 
elecciones, garantizar o regular la publi-
cidad electoral; plazo de presentación de 
candidatos, proclamación de éstos, cálculo 
del número de representantes a elegir, 
preparación y organización de las Mesas 
electorales, nombramiento de Presidentes 
y dos Vocales de éstas y sus suplentes, 
preparación de papeletas y censo para 
las Mesas y, finalmente, control del es-
crutinio final a realizar por los Presiden-
tes de las Mesas y la publicación del 
resultado del mismo. 
Artículo décimotercero. Mesas electo-
rales. 
1. La Mesa electoral será la encargada 
de vigilar y presidir la votación, realizar 
el escrutinio, levantar el acta correspon-
diente y resolver cualquier incidente que 
se presente, sin perjuicio de las atribu-
ciones que tiene encomendadas la Junta 
Electoral. 
2. Ninguno de los componentes de la 
Mesa podrá ser candidato. 
3. Cada candidato o candidatura, en 
su caso, podrá nombrar un Interventor 
por Mesa. Asimismo la Corporación po-
drá designar un representante suyo que 
asista a la votación y a los escrutinios. 
4. Los miembros de la Mesa serán 
designados por sorteo de entre los elec-
tores que no sean candidatos; actuará de 
Secretario de la Mesa el Vocal de menor 
edad. 
Artículo décimocuarto. Votación. 
1. El acto de la votación se efectuará 
en los Centros o lugares de trabajo, en 
el Colegio y Mesa que corresponda a 
cada elector y durante la jornada laboral, 
teniéndose en cuenta, en su caso, las 
normas que regulen el voto por correo. 
2. La Corporación garantizará el li-
bre ejercicio del derecho al voto de los 
funcionarios, concediéndose un máximo 
de tres horas abonadas y no recuperables 
a cada elector. Los miembros de las Me-
sas electorales y los Interventores no su-
frirán ningún descuento de haberes por 
su dedicación a la tarea electoral. 
3. El voto será libre, secreto, perso-
nal y directo, depositándose las papeletas, 
que, en tamaño, color, impresión y cali-
dad del papel, serán de iguales caracte-
rísticas, en urnas cerradas. 
4. Inmediatamente después de cele-
brada la votación la Mesa electoral pro-
cederá públicamente al recuento de votos 
mediante la lectura por el Presidente, en 
alta voz, de las papeletas. 
5. Del resultado del escrutinio se le-
vantará acta, en la que constará, además 
de la composición de la Mesa, el número 
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de votantes, votos obtenidos por cada 
lista, representantes elegidos y la candi-
datura a que pertenezcan, en su caso; 
votos nulos y otras incidencias habidas. 
Una vez redactada el acta será firmada 
por los componentes de la Mesa, los In-
terventores y el representante de la Cor-
poración, si lo hubiere. Las actas se re-
mitirán de inmediato a la Junta Electo-
ral antes de las veinticuatro horas del 
mismo día de la votación. Copias del 
acta se facilitarán a los Interventores que 
así lo solicitaren y otra copia se ex-
pondrá, inmediatamente realizado el es-
crutinio, en lugar bien visible del local 
de la votación. Juntamente con el acta 
se remitirán a la Junta Electoral, y en 
el mismo sobre lacrado, las papeletas que 
hayan sido impugnadas o no válidas. Un 
ejemplar del acta quedará siempre en po-
der del Presidente de la Mesa. 
6. La Junta Electoral, a la vista de 
los resultados de cada Mesa y de las 
reclamaciones que se produzcan, hará 
públicos los resultados definitivos del es-
crutinio en el plazo que se señalará en 
la convocatoria y que en ningún caso 
será superior a nueve días. El resultado 
final se comunicará oficialmente por la 
Junta Electoral a la Corporación. 
SECCION CUARTA 
DEL DEREC H o DE REUNION 
Artículo décimoquinto. Los funciona-
rios de carrera y, en su caso, los contrata-
dos en régimen de derecho administrativo 
de cada Corporación Local podrán ejercer 
su derecho a reunirse con los requisitos y 
condiciones que se señalen en la presen-
te Sección. 
Artículo décimosexto. Convocatoria. 
Están legitimados para convocar una 
reunión de funcionarios y para formular 
la correspondiente solicitud de autoriza-
ción: 
a) Los representantes de los funcio-
narios elegidos en aplicación de lo dis-
puesto en la presente Resolución. 
b) Los representantes de las Organi-
zaciones sindicales o profesionales cuyo 
ámbito comprenda el colectivo convoca-
do. 
c) Cualesquiera funcionarios de la 
Corporación, siempre que su número sea 
igualo superior al 5 por 100 del colec-
tivo convocado. 
Corresponde al Presidente de la Cor-
poración recibir la convocatoria y com-
probar el cumplimiento de los requisitos 
formales que se contienen en el artículo 
siguiente. 
Artículo decimoséptimo. Requisitos for-
males. 
Serán requisitos para poder celebrar 
una reunión los siguientes: 
a) Formularse con una antelación de 
setenta y dos horas. 
b) Señalar la hora y lugar de la cele-
bración. 
c) Remitir el orden de día. 
d) Datos de los firmantes que acredi-
ten estar legitimados para convocar la 
reunión de conformidad con lo dispues-
to en el artículo anterior. 
e) Si en el plazo de veinticuatro horas 
anteriores a la fecha de celebración de 
la reunión el Presidente de la Corpora-
ción no formulare objeciones a la mis-
ma, podrá celebrarse sin otro requisito 
posterior. En cualquier caso la celebra-
ción de la reunión no perjudicará la pres-
tación de los servicios de la Corpora-
ción. 
f) Cuando las reuniones hayan de 
tener lugar dentro de la jornada de tra-
bajo habrán de reunirse también los si-
guientes requisitos, que también figura-
rán en la comunicación. 
a.-Que sea convocada la totalidad del 
colectivo de que se trata. 
b.-Que el total de las reuniones que 
se celebren no supere el número de seis 
horas mensuales. 
Disposiciones finales 
Primera.-Procedimiento electoral sim-
plificado. 
En las Corporaciones de plantilla infe-
rior a 25 funcionarios las elecciones sin-
dicales se celebrarán por el procedimien-
to electoral abreviado. 
El Alcalde o Concejal de Personal, en 
su caso, convocará la elección, debiendo 
existir entre la convocatoria y el día de 
la elección un plazo no inferior a quince 
días, durante el cual podrán presentarse 
las correspondientes candidaturas para 
Delegado. 
El día señalado para la elección se 
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constituirá la Mesa, integrada por el 
funcionario de más edad y el más joven, 
resolviéndose a continuación las impug-
naciones de candidaturas que hubiere, 
cualquier otra circunstancia y acto se-
guido se procederá a la elección por vo-
to directo y secreto. ' 
Realizada ésta se llevará a cabo el es-
crutinio, proclamación del Delegado ele-
gido y resolución de las posibles impug-
naciones que hubiere y se dará cuenta 
del resultado a la Corporación. 
Segunda.-La presente . Resolución en-
trará en vigor al día siguiente de su pu-
blicación en el «Boletín Oficial del Es-
tado». 
Disposiciones adicionales 
Primera.-A partir de la vigencia de 
la presente Resolución podrán ser con-
vocadas elecciones sindicales en cada 
Corporación. 
Segunda.-Aquellas Corporaciones que 
hubieren efectuado las elecciones con an-
terioridad a la publicación de la presen-
te Resolución deberán, en el plazo de un 
año, proceder a la renovación de los Co-
mités o Delegados de Personal, ajustán-
dose a los criterios establecidos en esta 
Resolución. 
Tercera.-En caso de discrepancias en-
tre la Corporación y la representación 
del personal, las partes podrán --de mu-
tuo acuerdo-- designar Instituciones de 
mediación, arbitraje o conciliación, con 
expresa aceptación de las decisiones que 
éstas adoptaren. 
Madrid, 29 de enero de 1981.-El Di-
rector general, Francisco Javier Soto 
Carmona. 
JEFATURA DEL ESTADO 
Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo [BOE del 7·V·1981]. 
DON JUAN CARLOS 1, REY DE ESPAÑA 
A todos los que la presente vieren y 
entendieren, 
Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la 
siguiente Ley Orgánica. 
TITULO / PRIMERQ 
NOMBRAMIENTO, CESE Y CONDICIONES 
Capítulo primero 
Carácter y elección 
Artículo primero. El Defensor del 
Pueblo es el alto comisionado de las 
Cortes Generales designado por éstas 
para la defensa de los derechos compren-
didos en el Título I de la Constitución, 
a cuyo efecto podrá supervisar la acti-
vidad de la Administración, dando cuen-
ta a las Cortes Generales . Ejercerá las 
funciones que le encomiendan la Consti-
tución y la presente Ley. 
Artículo segundo. 1. El Defensor del 
Pueblo será elegido por las Cortes Ge-
nerales para un período de cinco años, 
y se dirigirá a las mismas a través de los 
Presidentes del Congreso y del Senado, 
respectivamente. 
2. Tanto en el Congreso como en el 
Senado se designará una Comisión en-
cargada de relacionarse con el Defensor 
del Pueblo e informar al Pleno en cuan-
tas ocasiones sea necesario. 
3. Ambas Comisiones se reumran 
conjuntamente cuando así lo acuerde el 
Presidente del Congreso, y en todo caso 
y bajo su presidente, para proponer a 
los Plenos de las Cámaras el candidato o 
candidatos a Defensor del Pueblo. 
Los acuerdos de la Comisión se adop-
tarán por mayoría simple. 
4. Propuesto el candidato o candida-
tos, se convocará en término no inferior 
a diez días al Pleno del Congreso para 
que proceda a su elección. Será designa-
do quien obtuviese' una votación favora-
ble de las tres quintas partes de los 
miembros del Congreso y posteriormen-
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te, en un plazo maXlmo de veinte días, 
fuese ratificado por esta misma mayoría 
del Senado. 
5. Caso de no alcanzarse las mencio-
nadas mayorías, se procederá en nueva · 
seSlon conjunta de ambas Comisiones, y 
en el plazo máximo de un mes, a for-
mular sucesivas propuestas. En tales ca-
sos, una vez conseguida la mayoría de 
los tres quintos en el Congreso, la desig-
nación quedará realizada al alcanzarse la 
mayoría absoluta del Senado. 
6. Designado el Defensor del Pueblo 
se reunirán de nuevo en sesión conjunta 
las Comisiones del Congreso y del Sena-
do para otorgar su conformidad previa 
al nombramiento de los adjuntos que le 
sean propuestos por aquél. 
Artículo tercero. Podrá ser elegido 
Defensor del Pueblo cualquier español 
mayor de edad que se encuentre en el 
pleno disfrute de sus derechos civiles y 
políticos. 
Artículo cuarto. 1. Los Presidentes 
del Congreso y del Senado acreditarán 
conjuntamente con sus firmas el nombra-
miento del Defensor del Pueblo, que se 
publicará en el «Boletín Oficial del Es-
tado». 
2. El Defensor del Pueblo tomará 
posesión de su cargo ante las Mesas de 
ambas Cámaras reunidas conjuntamente, 
prestando juramento o promesa de fiel 
desempeño de su función. 
Capítulo segundo 
Cese y sustitución 
Artículo quinto. 1. El Defensor del 
Pueblo cesará por alguna de las siguien-
tes causas : 
Uno) Por renuncia. 
Dos) Por expiración del plazo de su 
nombramiento. 
Tres) Por muerte o por incapacidad 
sobrevenida. 
Cuatro) Por actuar con notoria negli-
gencia en el cumplimiento de las obli-
gaciones y deberes del cargo. 
Cinco) Por haber sido condenado, 
mediante sentencia firme, por delito do-
loso. 
2. La vacante en el cargo se declara-
rá por el Presidente del Congreso en los 
casos de muerte, renuncia y expiración 
del plazo de mandato. En los demás ca-
so~ se decidirá, por mayoría de las tres 
quintas partes de los componentes de ca-
da Cámara, mediante debate y previa 
audiencia del interesado. 
3. Vacante el cargo se lU1Clará el 
procedimiento para el nombramiento de 
nuevo Defensor del Pueblo en plazo no 
superior a un mes. 
4. En los casos de muerte, cese o in-
capacidad temporal o definitiva del De-
fensor del Pueblo y en tanto no proce-
dan las Cortes Generales a una nueva 
designación, desempeñarán sus funciones, 
interinamente, en su propio orden, los 
Adjuntos al Defensor del Pueblo. 
Capítulo tercero 
Prerrogativas e incompatibilidades 
Artículo sexto. 1. El Defensor del 
Pueblo no estará sujeto a mandato im-
perativo alguno. No recibirá instruccio-
nes de ninguna Autoridad. Desempeñará 
sus funciones con autonomía y según su 
criterio. 
2. El Defensor del Pueblo gozará de 
inviolabilidad. No podrá ser detenido, 
expedientado, multado, perseguido o juz-
gado en razón a las opiniones que for-
mule o a los actos que realice en el ejer-
cicio de las competencias propias de su 
cargo. . 
3. En los demás casos, y mientras 
permanezca en el ejercicio de sus funcio-
nes, el Defensor del Pueblo no podrá 
ser detenido ni retenido sino en caso de 
flagrante delito, correspondiendo la deci-
sión sobre su inculpación, prisión, pro-
cesamiento y juicio exclusivamente a la 
Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 
4. Las anteriores reglas serán aplica-
bles a los Adjuntos del Defensor del 
Pueblo en el cumplimiento de sus fun-
ciones. 
Artículo séptimo. 1. La condición 
de Defensor del Pueblo es incompatible 
con todo mandato representativo; con 
todo cargo político o actividad de pro-
paganda política; con la permanencia en 
el servicio activo de cualquier Adminis-
tración pública; con la afiliación a un 
partido político o el desempeño de fun-
ciones directivas en un partido político 
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o en un sindicato, aSOClaClon o funda-
ción, y con el empleo al servicio de los 
mismos; con el ejercicio de las carreras 
judical y fiscal, y con cualquier actividad 
profesional, liberal, mercantil o laboral. 
2. El Defensor del Pueblo deberá ce-
sar, dentro de los diez días siguientes a 
su nombramiento y antes de tomar po-
sesión, en toda situación de incompati-
bilidad que pudiere afectarle, entendién-
dose en caso contrario que no acepta el 
nombramiento. 
3. Si la incompatibilidad fuere sobre-
venida una vez posesionado del cargo, 
se entenderá que renuncia al mismo en 
la fecha en que aquélla se hubiere .pro-
ducido. 
Capítulo cuarto 
De los Adjuntos del Defensor del 
Pueblo 
Artículo octavo. 1. El Defensor del 
Pueblo estará auxiliado por un Adjunto 
Primero y un Adjunto Segundo, en los 
que podrá delegar sus funciones y que 
le sustituirán por su orden, en elejerci-
cio de las mismas, en los supuestos de 
imposibilidad temporal y en los de cese. 
2. El Defensor del Pueblo nombrará 
y separará a sus Adjuntos previa confor-
midad de las · Cámaras en la forma que 
determinen sus Reglamentos. 
3. El nombramiento de los Adjuntos 
será publicado en el «Boletín: Oficial del 
Estado». 
4. A los Adjuntos les será de aplica~ 
ción lo dispuesto para el Defensor del 
Pueblo en los artículos tercero, sexto y 
séptimo de la presente Ley. 
TITULO SEGUNDO 
DEL PROCEDIMIENTO 
Capítulo primero 
Iniciación y contenido de la investigación 
Artículo noveno. 1. El Defensor del 
Pueblo podrá iniciar y proseguir de ofi-
cio o a petición de parte, cualquier in-
vestigación conducente al esclarecimien-
to de los actos y resoluciones de la Ad-
ministración pública y sus agentes, en 
relación con los ciudadanos, a la luz de 
lo dispuesto en el artículo ciento tres, 
uno, de la Constitución, y el respeto 
debido a los Derechos proclamados en 
su Título primero. 
2. Las atribuciones del Defensor del 
Pueblo se extienden a la actividad de 
los ministros, autoridades administrati-
vas, funcionarios y cualquier persona que 
actúe al servicio de las Administraciones 
públicas. 
Artículo diez. 1. Podrá dirigirse al 
Defensor del Pueblo toda persona natu-
ral o jurídica que invoque un interés 
legítimo, sin restricción alguna. No po-
drán constituir impedimiento para ello 
la nacionalidad, residencia, sexo, mino-
ría de edad, la incapacidad legal del su-
jeto, el internamiento en un centro pe-
nitenciario o de reclusión 0, en general, 
cualquier relación especial de sujeción o 
dependencia de una Administración o 
Poder público. 
2. Los Diputados y Senadores indi-
vidualmente, las comisiones de investiga-
ción o relacionadas con la defensa gene-
ral o parcial de los derechos y libertades 
públicas y, principalmente, las de rela-
ción con el Defensor del Pueblo consti-
tuidas en las Cámaras, podrán solicita): 
mediante escrito motivado la intervención 
del Defensor del Pueblo para la inves-
tigación o esclarecimiento de actos, re-
soluciones y conductas concretas produ-
cidas en las Administraciones públicas, 
que afecten a un ciudadano o grupo de 
ciudadanos, en el ámbito de sus compe-
tencias. 
3. No podrá presentar quejas ante el 
Defensor del Pueblo ninguna autoridad 
administrativa en asuntos de su compe-
tencia. 
Artículo once. 1. ' La actividad del 
Defensor del Pueblo no se verá interrum-
pida en los casos en que las Cortes Ge-
nerales no se encuentren reunidas, hu-
bieren sido disueltas o hubiere expirado 
su mandato. 
2. En las situaciones previstas en el 
apartado anterior, el Defensor del Pue-
blo se ' dirigirá a las Diputaciones Perma-
nentes de las Cámaras. 
3. La declaración de los estados de 
excepción o de sitio no interrumpirán 
la actividad del Defensor del Pueblo, ni 
el derecho de los ciudadanos de acceder 
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al mismo, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo cincuenta y cinco de la 
Constitución. 
Capítulo segundo 
Ambito de competencias 
Artículo doce. 1. El Defensor del 
Pueblo podrá, en todo caso, de oficio 
o a instancia de parte, supervisar por sí 
mismo la actividad de la Comunidad 
Autónoma en el ámbito de competencias 
definido por esta Ley. 
2. A los efectos de lo previsto en el 
párrafo anterior, los órganos similares 
de las Comunidades Autónomas coordi-
narán sus funciones con las del Defen-
sor del Pueblo y éste podrá solicitar su 
cooperación. 
Artículo trece. Cuando el Defensor 
de! Pueblo reciba quejas referidas al 
funcionamiento de la Administración de 
Justicia, deberá dirigirlas al Ministerio 
Fiscal para que éste investigue su rea-
lidad y adopte las medidas oportunas 
con arreglo a la ley, o bien dé trsalado de 
las mismas al Consejo General del Po-
der Judicial, según e! tipo de reclama-
ción de que se trate; todo ello sin per-
juicio de la referencia que en su informe 
general a las Cortes Generales pueda ha-
cer al tema. 
Artículo catorce. El Defensor de! 
Pueblo velará por e! respeto de los de-
rechos proclamados en el título primero 
de la Constitución, en el ámbito de la 
Administración Militar, sin que ello 
pueda entrañar una interferencia en el 
mando de la Defensa Nacional. 
Capítulo tercero 
Tramitación de las que;as 
Artículo quince. 1. Toda queja se 
presentará firmada por e! interesado con 
indicación de su nombre, apellidos ~ -do-
micilio, en escrito razonado, en papel 
común y en el plazo máximo de :un año 
contado a partir del momento en que tu: 
viera conocimiento de los hechos objeto 
de la misma. 
2. Todas las actuaciones del Defensor 
de Pueblo son gratuitas para el interesa-
do y no será preceptiva la asistencia de 
Letrado ni de Procurador. De toda que-
ja se acusará recibo. 
Artículo dieciséis. 1. La correspon-
dencia dirigida al Defensor del Pueblo y 
Que sea remitida desde cualquier centro 
de detención, internamiento o custodia 
de las personas no podrá ser objeto de 
censura de ningún tipo. -
2. Tampoco podrán ser objeto de es-
cucha o interferencia las conversaciones 
que se produzcan entre el Defensor del 
Pueblo o sus delegados y cualquier otra 
persona de las enumeradas en e! apar-
tado anterior. 
Artículo diecisiete. 1. El Defensor 
del Pueblo registrará y acusará recibo 
de las quejas que se formulen, que tra-
mitará o rechazará. En -este último caso 
lo hará en escrito motivado, pudiendo 
informar al iÍlteresado sobre las vías 
más oportunas para -ejercitar su ac:ión, 
caso de que a su entender hubiese algu-
na y 'sin -perjuicio de que e! interesado 
puedá utilizar las que -considere más per-
tinentes. 
2. El -Defensor del Pueblo no entra-
rá en e! examen individual de aquellas 
quejas sobre las que esté pendiente reso-
lución judicial -y lo suspenderá si, inicia-
da su actuación, se interpusiere por per-
sona interesada demanda o recurso ante 
los Tribunales ordinarios o el Tribunal 
Constitucional. Ello no impedirá, sin 
embargo, la investigación sobre los pro-
blemas generales planteados en las que-
jas presentadas. En cualquier caso _ vela-
rá porque la Administración resuelva 
expresamente, en tiempo y forma; las pe-
ticiones y recursos que le hayan sÍdo for-
mulados. 
3. El Defensor del Pueblo rechazará 
las quejas anónimas y podrá rechazar 
aquellas en las que advirtiera mala fe, 
carencia de fundamento, inexistencia de 
pretensión, así como aquellas otras cuya 
tramitación irrogue perjuicio al legítimo 
derecho de tercera persona. Sus decisio-
nes no serán susceptibles de recurso. 
Artículo dieciocho. 1. Admitida la 
queja, el Defensor del Pueblo promove-
rá la oportuna investigación sumaria e 
informal pata el esclarecimiento de los 
supuestos de la misma. En todo caso da-
rá cuenta del contenido sustancial de la 
solicitud al Organismo o a la Dependen-
cia administrativa procedente con el fin 
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de que por su Jefe, en el plazo máximo 
de quince días, se remita informe escri-
to. Tal plazo será ampliable cuando con-
curran circunstancias que lo aconsejen a 
juicio del Defensor del Pueblo. 
2. La negativa o negligencia del fun-
cionario, o de sus superiores responsa-
bles al envío del informe inicial solici-
tado podrá ser considerada por el De-
fensor del Pueblo como hostil y entor-
pecedora de sus funciones, haciéndola 
pública de inmediato y destacando tal 
calificación en su informe anual o espe-
cial, en su caso, a las Cortes Generales. 
Capítulo cuarto 
Obligación de colaboración de los 
organismm requeridos 
Artículo diecinueve. 1. Todos los po-
deres públicos están obligados a auxiliar, 
con carácter preferente y urgente, al De-
fensor del Pueblo en sus investigaciones 
e inspecciones. 
2. En la fase de comprobación e in-
vestigación de una queja o en expedien-
te iniciado de oficio, el Defensor del 
Pueblo, su Adjunto, o la persona en 
quien él delegue, podrán personarse en 
cualquier centro de la Administración 
pública, dependiente de la Inisma o afec-
tos a un servicio público, para compro. 
bar cuantos datos fueren menester, ha-
cer las entrevistas personales pertinentes 
o proceder al estudio de los expedientes 
y documentación necesaria. 
3. A estos efectos no podrá negárse-
le el acceso a ningún expediente o do-
cumentación administrativa o que se en-
cuentre relacionada con la actividad o 
servicio objeto de la investigación, sin 
perjuicio de lo que se dispone en el ar-
tículo veintidós de esta Ley. 
Artículo veinte. 1. Cuando la queja 
a investigar afectare a la conducta de las 
personas al servicio de la Administra-
ción, en relación con la función que de-
sempeñan, el Defensor del Pueblo dará 
cuenta de la misma al afectado y a su 
inmediato superior u Organismo de quien 
aquél dependiera. 
2. El afectado responderá por escrito, 
y con la aportación de cuantos documen-
tos y testimonios considere oportunos, 
en el plazo que se le haya fijado, que 
en ningún caso será inferior a diez días, 
pudiendo ser prorrogado, a instancia de 
parte, por la mitad del concedido. 
3. El Defensor del Pueblo podrá 
comprobar la veracidad de los mismos y 
proponer al funcionario afectado una en-
trevista ampliatoria de datos. Los funciO' 
narios que se negaren a ello podrán ser 
requeridos por aquél para que manifies-
ten por escrito las razones que justifi-
quen tal decisión. 
4. La información que en el curso de 
una investigación pueda aportar un fun-
cionario a través de su testimonio perso-
nal tendrá el carácter de reservada, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal sobre la denun-
cia de hechos que pudiesen revestir ca-
rácter delictivo. 
Artículo veintiuno. El superior jerár-
quico u Organismo que prohíba al fun-
cionario a sus órdenes o servicio respon-
der a la requisitoria del Defensor del 
Pueblo o entrevistarse con él, deberá ma-
nifestarlo por escrito, debidamente mo-
tivado, dirigido al funcionario y al pro-
pio Defensor del Pueblo. El Defensor 
del Pueblo dirigirá en adelante cuantas 
actuaciones investigadoras sean necesa-
rias al referido superior jerárquico. 
Capítulo quinto 
Sobre documentos reservados 
Artículo veintidós. 1. El Defensor 
del Pueblo podrá solicitar a los poderes 
públicos todos los documentos que con-
sidere necesarios para el desarrollo de su 
función, incluidos aquéllos clasificados 
con el carácter de secretos de acuerdo 
con la ley. En este último supuesto la no 
remisión de dichos documentos deberá 
ser acordada por el Consejo de Minis-
tros y se acompañará una certificación 
acreditativa del acuerdo denegatorio. 
2. Las investigaciones que realice el 
Defensor del Pueblo y el personal depen-
diente del mismo, así como los trámites 
procedimentales, se verificarán dentro de 
la más absoluta reserva, tanto con res-
pecto a los particulares como a las de-
pendencias y demás Organismos públi-
cos, sin perjuicio de las consideraciones 
que el Defensor del Pueblo considere 
oportuno incluir en sus informes a las 
Cortes Generales. Se dispondrán medi-
das especiales de protección en relación 
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con los documentos clasificados como 
secretos. 
3. Cuando entienda que un docUmen-
to declarado secreto y no remitido por 
la Administración pudiera afectar de for-
ma decisiva a la buena marcha de su 
investigación, lo pondrá en conocimiento 
de las Comisiones del Congreso y del 
Senado a que se refiere el artículo segun-
do de esta Ley. 
Capítulo sexto 
Responsabilidades de las autoridades y 
funcionarios 
Artículo veintitrés. Cuando las actua-
ciones practicadas revelen que la queja 
ha sido originada presumiblemente por 
el abuso, arbitrariedad, discriminación, 
error, negligencia u omisión de un fun-
cionario, el Défensor del Pueblo podrá 
dirigirse al afectado haciéndole constar 
su criterio al respeto. Con la misma fe-
cha dará traslado de dicho escrito al su-
perior jerárquico, . formulando las suge-
rencias que considere oportunas. 
Artículo veinticuatro. 1. La persis-
tencia en una actitud hostil o entorpe-
cedora de la labor de investigación del 
Defensor del Pueblo por parte de cual-
quier Organismo, funcionarios, directivo 
o persona al servicio de la Administra-
ción pública podrá ser . objeto · de un in-
forme especial, además de destacarlo en 
la sección correspondiente de su informe 
anual. 
. 2. El funcionario que obstaculizare 
la investigación del Defensor del Pueblo 
mediante la negativa o negligencia en el 
erivío de los informes que éste solicite, o 
en facilitar su acceso a expedientes o do-
cumentación administrativa necesaria pa-
ra la investigación, incurrirá en el de-
lito de desobediencia. El Defensor del 
Pueblo dará traslado de los antecedentes 
precisos al Ministerio Fiscal para el ejer-
cicio de las acciones oportunas. 
Artículo veinticinco. 1. Cuando el 
Defensor del Pueblo, en razón del ejer-
cido de las funciones propias de . su car-
go; tenga conocimiento de una conduc-
tá . o . hechos .presumiblemente delictivos 
lo pondrá de inmediato . en conocimien-
to del Fiscal General del Estado. 
2. En cualquier caso, el Fiscal Ge-
neral del Estado informará periódicamen-
te al Defensor del Pueblo, o cUando éste 
lo solicite, del trámite en que se hallen 
las actuaciones iniciadas a su instancia. 
3. El Fiscal General del Estado pon-
drá en conocimiento del Defensor del 
Pueblo todas aquellas posibles irregula-
ridades administrativas de que tenga co-
nocimiento el Ministerio Fiscal en el 
ejercicio de sus funciones. 
Artículo veintiséis. El Defensor del 
Pueblo podrá, de oficio, ejercitar la ac-
ción de responsabilidad contra las auto-
ridades, funcionarios y agentes civiles 
del orden gubernativo o administrativo, 
incluso local, sin que sea necesaria en 
ningún caso la . previa reclamación por 
escrito. 
Capítulo séptimo 
Castos causados a particulares 
Artículo veintisiete. Los gastos efec-
tuados o perjuicios materiales causados a 
los particulares que no hayan promovido 
la queja, al ser llamados a informar por 
el Defensor del Pueblo, serán compensa-
dos con cargo a su presupuesto una vez 
justificados debidamente. 
TITULO TERCERO 
DE LAS RESOLUCIONES 
Capítulo primero 
Contenido de las resoluciones 
Artículo veintiocho. 1. El Defensór 
del Pueblo, aun no siendo competente 
para modificar o anular los actos y reso-
luciones de la Administración Pública, 
podrá, sin embargo, sugerir la modifica-
ción de los criterios utilizados para la 
producción de aquéllos. 
2. Si como consecuencia de sus in-
vestigaciones llegase al convencimiento 
de que el cumplimiento riguroso de la 
norma puede provocar situaciones injus-
tas o perjudiciales para los administra-
dos, podrá sugerir al órgano legislativo 
competente o a la Administración la mo-
dificaci6n de Jamisma. 
3. Si las actuaciones se hubiesenrea-
lizado con ocasi6n de servicios prestados 
por particulares en virtud de acto admi-
nistrativo habilitante, el Defensor del 
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Pueblo podrá instar de las autoridades 
administrativas competentes el ejercicio 
de sus potestades de inspección y san-
ción. 
Artículo veintinueve. El Defensor del 
Pueblo está legitimado para interponer 
los recursos de inconstitucionalidad y de 
amparo, de acuerdo con lo dispuesto en 
la Constitución y en ·la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional. 
Artículo treinta. 1. El Defensor del 
Pueblo, con ocasión de sus investigacio-
nes, podrá formular a las autoridades y 
funcionarios de las Administraciones PÚ-
blicas advertencias, recomendaciones, re-
cordatorios de sus deberes legales y su-
gerencias para la adopción de nuevas 
medidas. En todos los casos, las autori-
dades y los funcionarios vendrán obliga-
dos a responder por escrito en término 
no superior al de un mes. 
2. Si formuladas sus recomendacio-
nes dentro de un plazo razonable no se 
produce una medida adecuada en tal 
sentido por la autoridad administrativa 
afectada o ésta no informa al Defensor 
del Pueblo de las razones que estime pa-
ra no adoptarlas, el Defensor del Pueblo 
podrá poner en conocimiento del Mi-
nistro del Departamento afectado, o so-
bre la máxima autoridad de la Adminis-
tración afectada, los antecedentes del 
asunto y las recomendaciones presenta-
das. Si tampoco obtuviera una justifi-
cación adecuada, incluirá tal asunto en 
su informe anual o especial con men-
ción de los nombres de las autoridades o 
funcionarios que hayan adoptado tal ac-
titud, entre los casos en que consideran-
do el Defensor del Pueblo que era posi-
ble una solución positiva, ésta no se ha 
conseguido. 
Capítulo segundo 
Notificaciones y comunicaciones 
Artículo treinta y uno. 1. El Defen-
sor del Pueblo informará al interesado 
del resultado de sus investigaciones y 
gestión, así como de la respuesta que hu-
biese dado la Administración o funcio-
nario implicados, salvo en el caso de que 
éstas, por su naturaleza, fuesen conside-
radas como de carácter reservado o de-
claradas secretas. 
2. Cuando su intervención se hubie-
re iniciado de acuerdo con lo dispuesto 
en el apartado dos del artículo diez, el 
Defensor del Pueblo informará al parla-
mentario o Comisión competente que lo 
hubiese solicitado y al término de sus 
investigaciones de los resultados alcanza-
dos. Igualmente, cuando decida no inter-
venir informará razonando su desesti-
mación. 
3. El Defensor del Pueblo comunica-
rá el resultado positivo o negativo de sus 
investigaciones a la autoridad, funciona-
rio o dependencia administrativa acerca 
de ·la cual se hayan súscitado. 
Capítulo tercero 
Informe a las Cortes 
Artículo treinta y dos. 1. El Defen-
sor del Pueblo dará cuenta anualmente 
a las Cortes Generales de la gestión rea-
lizada en un informe que presentará an-
te las mismas cuando se hallen reunidas 
en período ordinario de sesiones. 
2. Cuando la gravedad o urgencia de 
los hechos lo aconsejen podrá presentar 
un informe extraordinario que dirigirá 
a las Diputaciones Permanentes de las 
Cámaras si éstas no se encontraran reu-
nidas. 
3. Los informes anuales y, en su ca-
so los extraordinarios, serán publicados. 
Artículo treinta y tres. 1. El Defen-
sor del Pueblo en su informe anual dará 
cuenta del número y tipo de quejas pre-
sentadas; de aquéllas que hubiesen sido 
rechazadas y sus causas, así como de las 
que fueron objeto de investigación y el 
resultado de la misma, con especificación 
de las sugerencias o recomendaciones ad-
mitidas por las Administraciones Públi-
cas. 
2. En el informe no constarán datos 
personales que permitan la pública iden-
tificación de los interesados en el pro-
cedimiento investigador, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo veinticuatro 
punto uno. 
3. El informe contendrá igualmente 
un anexo, cuyo destinatario serán las 
Cortes Generales, en el que se hará cons-
tar la liquidación del presupuesto .de la 
institución en el período que correspon-
da. 
4. Un resumen del informe será ex-
puesto oralmente por el Defensor del 
Pueblo ante los Plenos de ambas Cáma-
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ras, pudiendo intervenir los grupos par-
lamentarios a efectos de fijar su postura. 
TITULO CUARTO 
MEDIOS PERSONALES Y MATERIALES 
Capítuto primero 
Personal 
Artículo treinta y cuatro. El Defen-
sor del Pueblo podrá designar libremen-
te los asesores necesarios para el ejerci-
cio de sus funciones, de acuerdo con el 
Reglamento y dentro de los límites pre-
supuestarios. 
Artículo treinta y cinco. 1. Las per-
sonas que se encuentren al servicio del 
Defensor de Pueblo, y mientras perma-
nezcan en el mismo, se considerarán co-
mo persona al servicio de las Cortes. 
2. En los casos de funcionarios pro-
venientes de la Administración Pública 
se les reservará la plaza y destino que 
ocupasen con anterioridad a su adscrip-
ción a la oficina del Defensor del Pue-
blo, y se les computará, a todos los efec-
tos, el tiempo transcurrido en esta si-
tuación. 
Artículo treinta y seis. Los adjuntos 
y asesores cesarán automáticamente en el 
momento de la toma de posesión de un 
nuevo Defensor del Pueblo designado por 
las Cortes. 
Capítulo Segundo 
Dotaci6n econ6mica. 
Artículo treinta y siete. La dotación 
económica necesaria para el funcionamien-
to de la institución constituirá una par-
tida dentro de los Presupuestos de las 
Cortes Generales. 
Disposici6n transitoria 
A los cinco años de entrada en vigor 
de la presente Ley, el Defensor del Pue-
blo podrá proponer a las Cortes Gene-
rales y en informe razonado aquellas mo-
dificaciones que entienda que deben rea-
lizarse a la misma. 
Por tanto, 
Mando a todos los españoles, particula-
res y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta Ley Orgánica. 
Palacio Real, de Madrid, a seis de 
abril de mil novecientos ochenta y uno. 
JUAN CARLOS R. 
LEOPOLDÓ CALVO-SOTELO y BUSTELO 
El Presidente del Gobierno, 
JEFATURA DEL ESTADO 
Ley Orgánica 4/1981, de 1 de Junio, de los estados de alarma, excepción 
y sitio [BOE del S-VI·1981]. 
DON JUAN CARLOS 1, REY DE ESPAÑA 
A todos los que la presente vieren y 
entendieren, 
Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la si-
guiente Ley Orgánica: 
CAPITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES COMUNES A LOS 
TRES ESTADOS 
Artículo primero. 1. Procederá la de-
claración de los estados de alarma, excep-
clon o SltlO cuando circunstancias extra-
ordinarias hiciesen imposible el manteni-
miento de la normalidad mediante los 
poderes ordinarios de las Autoridades 
competentes. 
2. Las medidas a adoptar en los esta-
dos de alarma, excepción y sitio, así co-
mo la duración de . los mismos, serán en 
cualquier caso las estrictamente indispen-
sables para asegurar el restablecimiento 
de la normalidad. Su aplicación se reali-
zará en forma proporcionada a las cir-
cunstancias. 
3. Finalizada la vigencia de los esta-
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dos de alarma, excepción y sitio decaerán 
en su eficacia cuantas competencias en 
materia sancionadora y en orden a actua-
ciones preventivas correspondan a las 
Autoridades competentes, así como las 
concretas medidas adoptadas en base a 
éstas, salvo las que consistiesen en. san-
ciones firmes. 
4. La declaración de los estados de 
alarma, excepción y sitio no interrumpe 
el normal funcionamiento de los poderes 
constitucionales del Estado. 
Artículo segundo. La declaración de 
los estados de alarma, excepción o sitio 
será publicada de inmediato en el «Bole-
tín Oficial del Estado» y difundida obli-
gatoriamente por todos los medios de co-
municación públicos y por los privados 
que se determinen, y entrará en vigor 
desde el instante mismo de su publica-
ción en aquél. También serán de difusión 
obligatoria las disposiciones que la Auto-
ridad competente dicte durante la vigen-
cia de cada uno de dichos estados. 
Artículo tercero. 1. Los actos y dis-
posiciones de la Administración Pública 
adoptados durante la vigencia de los es-
tados de alarma, excepción y sitio serán 
impugnados en vía jurisdiccional de con-
formidad con lo dispuesto en las leyes. 
2. Quienes como consecuencia de la 
aplicación de los actos y disposiciones 
adoptadas durante la vigencia de estos es-
tados sufran, de forma directa, o en su 
persona, derechos o bienes, daños o per-
juicios por actos que no les sean impu-
tables, tendrán derecho a ser indemniza-
dos de acuerdo con lo dispuesto en las 
leyes. 
CAPITULO II 
EL ESTADO DE ALARMA 
Artículo cuarto. El Gobierno. en uso 
de las facultades que le otorga el artículo 
ciento dieciséis, dos. de la Constitución 
podrá declarar el estado de alarma, en to-
do o parte del territorio nacional, cuando 
se produzca alguna de las siguientes al-
teraciones graves de la normalidad: 
a) Catástrofes, calamidades o desgra-
cias públicas, tales como terremotos, inun-
daciones, incendios urbanos y forestales o 
accidentes de gran magnitud. 
b) Crisis sanitarias, tales como epide-
mias y situaciones de contaminación gra-
ves. 
c) Paralización de servicios públicos 
esenciales para la comunidad, cuando no 
se garantice lo dispuesto en los artículos 
veintiocho, dos, y treinta y siete, dos de 
la Constitución, y concurra alguna de las 
demás circunstancias o situaciones conte-
nidas en este artículo. 
d) Situaciones de desabastecimiento de 
productos de primera necesidad. 
Articulo quinto. Cuando los supuestos 
a que se refiere el artículo anterior afec-
ten exclusivamente a todo o parte del 
ámbito territorial de una Comunidad Au-
tónoma, el Presidente de la misma podrá 
solicitar del Gobierno la declaración de 
estado de alarma. 
Artículo sexto. 1. La declaración del 
estado de alarma se llevará a cabo me-
diante decreto acordado en Consejo de 
Ministros. 
2. En el decreto se determinará el 
ámbito territorial, la duración y los efec-
tos del estado de alarma, que no podrá 
exceder de quince días. Sólo se podrá 
prorrogar con autorización expresa del 
Congreso de los Diputados, que en este 
caso podrá establecer el alcance y las con-
diciones vigentes durante la prórroga. 
Artículo séptimo. A los efectos del 
estado de alarma la Autoridad competen-
te será el Gobierno o por delegación de 
éste, el Presidente de la Comunidad Au-
tónoma cuando la declaración afecte ex-
clusivamente a todo o · parte del territo-
rio de una Comunidad. 
Artículo octavo. 1. El Gobierno da-
rá cuenta al Congreso de los Diputados 
de la declaración del estado de alarma y 
le suministrará la información que le sea 
requerida. 
2. El Gobierno también dará cuenta 
al Congreso de los Diputados de los de-
cretos que dicte durante la vigencia del 
estado de alarma en relación con éste. 
Artículo noveno. 1. Por la declara-
ción del estado de alarma todas las Auto-
ridades civiles de la Administración PÚ-
blica del territorio afectado por la decla-
ración, los integrantes de los Cuerpos de 
Policía de las Comunidades Autónomas y 
de las Corporaciones Locales, y los demás 
funcionarios y trabajadores al servicio de 
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las mismas, quedarán bajo las órdenes di-
rectas de la Autoridad competente en 
cuanto sea necesario para la protección 
de personas, bienes y lugares, pudiendo 
imponerles servicios extraorodinarios por 
su duración o por su naturaleza. 
2. Cuando la Autoridad competente 
sea el Presidente de una Comunidad Au-
tónoma podrá requerir la colaboración de 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado, que actuarán bajo la dirección 
de sus mandos naturales. 
Artículo diez. 1. El incumplimiento 
o la resistencia a las órdenes de la Auto-
ridad competente en el estado de alarma 
será sancionado con arreglo a lo dispues-
to en las leyes. 
2. Si estos actos fuesen cometidos por 
funcionarios, las Autoridades podrán sus-
penderlos de inmediato en el ejercicio de 
sus cargos, pasando, en su caso, el tanto 
de culpa al Juez, y se notificará al supe-
rior jerárquico, a los efectos del oportuno 
expediente disciplinario. 
3. Si fuesen cometidos por Autorida-
dés, las facultades de éstas que fuesen ne-
cesarias para el cumplimiento de las me-
didas acordadas en ejecución de la decla-
ración de estado de alarma podrán ser 
asumidas por la Autoridad competente du-
rante su vigencia. 
Artículo once. Con independencia de 
lo dispuesto en el artículo anterior, el de-
creto de declaración del estado de alarma, 
o los sucesivos que durante su vigencia 
se dicten, podrán acordar las medidas si-
guientes: 
a) Limitar la circulación o permanen-
cia de personas o vehículos en horas y 
lugares determinados, o condicionarlas al 
cumplimiento de ciertos requisitos. 
b) Practicar requisas temporales de to-
do tipo de bienes e imponer prestaciones 
personales obligatorias. 
c) Intervenir y ocupar transitoriamen-
te industrias, fábricas, talleres, explota-
ciones o locales de cualquier naturaleza, 
con excepción de domicilios privados, 
dando cuenta de ello a los Ministerios in-
teresados. 
d) Limitar o racionar el uso de servi-
cios o el consumo de artículos de primera 
necesidad. 
e) Impartir las órdenes necesarias 
para asegurar el abastecimiento de los 
mercados y el funcionamiento de los ser-
vicios y de los centros de producción 
afectados por el apartado d) del artículo 
cuarto. 
Artículo doce. 1. En los supuestos 
previstos en los apartados a) y b) del 
artículo cuarto, la Autoridad competente 
podrá adoptar por sí, según los casos, 
además de las medidas previstas en los 
artículos anteriores, las establecidas en las 
normas para la lucha contra las enferme-
dades infecciosas, la protección del me-
dio ambiente, en materia de aguas. y so-
bre incendios forestales. . 
2. En los casos previstos en los apar-
tados c) y d) del artículo cuarto el Go-
bierno podrá acordar la intervención de 
empresas o servicios, así como la movili-
zación de su personal, con el fin de ase-
gurar su funcionamiento. Será de aplica-
ción al personal movilizado la normativa 
vigente sobre movilización que, en todo 
caso, será supletoria respecto de lo . dis-
puesto en el presente artículo. 
CAPITULO III 
EL ESTADO DE EXCEPCION 
Artículo trece. 1. Cuando el libre 
ejercicio de los derechos y libertades de 
los ciudadanos, el normal funcionamiento 
de las instituciones democráticas, el de 
los servicios públicos esenciales para la 
. comunidad, o cualquier otro aspecto del 
orden público, resulten tan gravemente 
alterados que el ejercicio de las potesta-
des ordinarias fuera insuficiente para res-
tablecerlos y mantenerlos, el Gobierno, de 
acuerdo con el apartado tres del artículo 
ciento dieciséis de la Constitución, podrá 
solicitar del. Congreso de los Diputados 
autorización para declarar el estado de 
excepción. 
2. A los anteriores efectos, el Gobier-
no remitirá al Congreso de los Diputados 
una solicitud de autorización que deberá 
contener los siguientes extremos: 
a) Determinación de los efectos del 
estado de excepción, con mención expre-
sa de los derechos cuya suspensión se so-
licita, que no podrán ser otros que · los 
enumerados en el apartado uno del ar-
tículo cincuenta y cinco de la Constitu-
ción. 
b) Relación de las medidas a adoptar 
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referidas a los derechos cuya suspensión 
específicamente se solicita. 
c) Ambito territorial del estado de 
excepción, así como duración del mismo, 
que no podrá exceder de treinta días. 
d) La cuantía máxima de las sanciones 
pecuniarias que la Autoridad gubernativa 
esté autorizada para imponer, en su caso, 
a quienes contravengan las disposiciones 
que dicte durante el estado de excepci6n. 
3. El Congreso debatirá la solicitud de 
autorización remitida por el Gobierno, 
pudiendo aprobarla en sus propios térmi-
nos o introducir modificaciones en la 
misma. 
Articulo catorce. El Gobierno, obteni-
da la autorización a que hace referencia 
el artículo anterior, procederá a declarar 
el estado de excepción, acordando para 
ello en Consejo de Ministros un decreto 
con el contenido autorizado por el Con-
greso de los Diputados. 
Artículo quince. 1. Si durante el es-
tado de excepción, el Gobierno conside-
rase conveniente la adopción de medidas 
distintas de las previstas en el decreto 
que lo declaró, procederá a solicitar del 
Congreso de los Diputados la autoriza-
ción necesaria para la modificación del 
mismo, para lo que se utilizará el proce-
dimiento, que se establece en los artículos 
anteriores. 
2. El Gobierno, mediante decreto 
acordado en Consejo de Ministros, podrá 
poner fin al estado de excepción antes 
de que finalice el período para el que 
fue declarado, dando cuenta de ello in-
mediatamente al Congreso de los Dipu-
tados. 
3. Si persistieran las circunstancias que 
dieron lugar a la declaración del estado 
de excepción, el Gobierno podrá solicitar 
del Congreso de los Diputados la prórro-
ga de aquél, que no podrá exceder ' de 
treinta días. 
Artículo dieciséis. 1. La Autoridad 
gubernativa podrá detener a cualquier 
persona si lo considera necesario para la 
conservación del orden, siempre que, 
cuando menos, existan fundadas sospechas 
de que dicha persona vaya a provocar 
alteraciones del orden público. La deten-
ción no podrá exceder de diez días y los 
detenidos disfrutarán de los derechos que 
les reconoce el artículo diecisiete, tres, de 
la Constitución. 
2. La detención habrá de ser comu-
nicada al Juez competente en el plazo de 
veinticuatro horas. Durante la detención, 
el Juez podrá, en todo momento, reque-
rir información y conocer personalmente, 
o mediante delegación en el Juez de Ins-
trucción del partido o demarcación don-
de se encuentre · el detenido, la situación 
de éste. ' 
Artículo diecisiete. 1. Cuando la au-
torización del Congreso comprenda la sus-
pensi6n del artículo dieciocho, dos, de la 
Constituci6n, la Autoridad gubernativa 
podrá disponer inspecciones y registros 
domiciliarios si lo considera necesario pa-
ra el esclarecimiento de los hechos presun-
tamente delictivos o para el manteni-
miento del orden público, 
2, La inspecci6n o el registro se lleva-
rán a cabo por la propia Autoridad o 
por sus agentes, a los que proveerá de 
orden formal y escrita. 
3. El reconocimiento de la casa, pape-
les y efectos, podrá ser presenciado por 
el titular o encargado de la misma o por 
uno o más individuos de su familia ma-
yores de edad y, en todo caso, por dos 
vecinos de la casa o de las inmediacio-
nes, si en ellas los hubiere, o, en su de-
fecto, por dos vecinos del mismo pueblo 
o pueblos limítrofes, 
4. No hallándose en ella al titular o 
encargado de la casa ni a ningÚn indivi-
duo de la familia, se hará el reconocimien-
to en presencia únicamente de los dos 
vecinos indicados. 
5. La asistencia de los vecinos reque-
ridos para presenciar el registro será obli· 
gatoria y coercitivamente exigible. 
6. Se levantará acta de la inspección o 
registro, en la que se harán constar los 
nombres de las personas que asistieren 
y las circunstancias que concurriesen, así 
como las incidencias a que diere lugar. 
El acta será firmada por la autoridad o 
el agente que efectuare el reconocimien-
to y por el dueño o familiares y vecinos. 
Si no supieran o no quisiesen firmar se 
anotará también esta incidencia. 
7. La autoridad gubernativa comunica-
rá inmediatamente al Juez competente las 
inspecciones y registros efectuados, las 
causas que los motivaron y los resulta-
dos de los mismos, remitiéndole copia 
del acta levantada. 
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Artículo dieciocho. 1. Cuando la au-
torización del Congreso comprenda la sus-
pensión del artículo dieciocho, tres, de la 
Constitución, la autoridad gubernativa po-
drá intervenir toda clase de comunicacio-
nes, incluidas las postales, telegráficas y 
telefónicas. Picha intervención sólo po-
drá ser . realizada si ello resulta · necesario 
para el esclarecimiento de los hechos 
presuntamente delictivos o el manteni-
Iniento del orden público. 
2. La intervención decretada será co-
municada inmediatamente por escrito mo-
tivado al Juez competente. 
Artículo diecinueve. La autoridad · gu-
bernativa podrá intervenir y controlar to-
da clase de transportes, y la carga de los 
mismos. 
Artículo veinte. 1. Cuando la auto-
rización del Congreso comprenda la sus-
pensión del artículo diecinueve de la 
Constitución, la autoridad gubernativa 
podrá prohibir la circulación de personas 
y vehículos en las horas y lugares que se 
determine, y exigir a quienes se despla-
cen de un lugar a otro que acrediten su 
identidad, señalándoles el itinerario a se-
guir. 
2. Igualmente podrá delimitar zonas 
de protección o seguridad y dictar las 
condiciones de permanencia en las mis-
mas y prohibir en lugares determinados 
la presencia de personas que puedan di-
ficultar la acción de la fuerza pública. 
3. Cuando ello resulte necesario, la 
Autoridad gubernativa podrá exigir a per-
sonas determinadas que comuniquen, con 
una antelación de dos días, todo desplaza-
miento fuera de la localidad en que ten-
gan su residencia habitual. 
4. Igualmente podrá disponer su des-
plazamiento fuera de dicha localidad cuan-
do 10 estime necesario. 
5. Podrá también fijar transitoriamente 
la residencia de personas determinadas en 
localidad o territorio adecuado a sus con-
diciones personales. 
6. Corresponde a la Autoridad guber-
nativa proveer de los recursos necesarios 
para el cumplimiento de las medidas pre-
vistas en este artículo y, particularmen-
te, de las referidas a viajes, alojamiento 
y manutención de la persona afectada. 
7. Para acordar las medidas a que se 
refieren los apartados tres, cuatro y cinco 
de este artículo, la Autoridad gubernati-
va habrá de tener fundados motivos en 
razón a la peligrosidad que para el man-
tenimiento del orden público suponga la 
persona afectada por tales medidas. 
Artículo veintiuno. 1. La Autoridad 
gubernativa podrá suspender todo tipo de 
publicaciones, emisiones de radio y tele-
visión, proyecciones cinematográficas y re-
presentaciones teatrales, siempre y cuando 
la autorización del Congreso comprenda 
la suspensión del artículo veinte, aparta-
dos uno, a) y d), y cinco de la Constitu-
ción. Igualmente podrá ordenar el secues-
tro de publicaciones. 
2. El ejercicio de las potestades a que 
se refiere el apartado anterior no podrá 
llevar aparejado ningún tipo de censura 
previa. 
Artículo veintidós. 1. Cuando la au-
torización del Congreso comprenda la sus-
pensión del artículo veintiuno de la Cons-
titución, la autoridad gubernativa podrá 
someter a autorización previa o prohibir 
la celebración de reuniones y manifesta-
ciones. 
2. También podrá disolver las reunio-
nes y manifestaciones a que se refiere el 
párrafo anterior. 
3. Las reuniones orgánicas que los 
partidos políticos, los sindicatos y las aso-
ciaciones empresariales realicen en cum-
plimiento de los fines que respectivamen-
te les asignan los artículos sexto y sépti-
mo de la Constitución, y de acuerdo con 
sus Estatutos, no podrán ser prohibidas, 
disueltas ni sometidas a autorización pre-
via. 
4. Para penetrar en los locales en que 
tuvieran lugar las reuniones, la Autoridad 
gubernativa deberá proveer a sus agentes 
de autorización formal y escrita. Esta au-
torización no será necesaria cuando desde 
dichos locales se estuviesen produciendo 
alteraciones graves del orden público 
constitutivas de delito o agresiones a las 
Fuerzas de Seguridad y en cualesquiera 
otros casos de flagrante delito. 
Artículo veintitrés. La Autoridad po-
drá prohibir las huelgas y la adopción de 
medidas de conflicto colectivo, cuando la 
autorización del Congreso comprenda la 
suspensión de los artículos veintiocho, 
dos, y treinta y siete, dos, de la Constitu-
ción. 
LEGISLACION ESPAÑOLA 587 
Artículo veinticuatro. 1. Los extran-
jeros que se encuentren en España ven-
drán obligados a realizar las comparecen-
cias que se acuerden, a cumplir las nor-
mas que se dicten sobre renovación o 
control de permisos de residencia y . cé-
dulas de inscripción consular y a obser-
var las demás formalidades que se esta-
blezcan. 
2. Quienes contravinieren las normas 
o medidas que se adopten, o actuaren en 
connivencia con los perturbadores del 
orden público, podrán ser expulsados de 
España, salvo que sus actos presentaren 
indicios de ser constitutivos de delito, en 
cuya caso se les someterá a los procedi-
mientos judiciales correspondientes. 
3. Los apátridas y refugiados respec-
to de los cuales no sea posible la expul-
sión se someterán al mismo régimen que 
los españoles. 
4. Las medidas de expulsión deberán 
ir acompañadas de una previa justifica-
ción sumaria de las razones que la mo-
tivan. 
Artículo veinticinco. La autoridad gu-
bernativa podrá proceder a la incautación 
de toda clase de armas, municiones o 
sustancias explosivas. 
Artículo veintiséis. 1. La Autori-
dad gubernativa podrá ordenar la inter-
vención de industrias , o comercios que 
puedan motivar la alteración del orden 
público o coadyuvar a ella, y la suspen-
sión temporal de las actividades de los 
mismos, dando cuenta a los Ministerios 
interesados. 
2. Podrá, asUnlsmo ordenar el cierre 
provisional de salas de espectáculos, es-
tablecimientos de bebidas y locales de si-
milares características. 
Artículo veintisiete. La Autoridad gu-
bernativa podrá ordenar las medidas ne-
cesarias de vigilancia y protección de edi-
ficaciones, instalaciones, obras, servicios 
públicos e industrias o explotaciones de 
cualquier género. A estos efectos podrá 
emplazar puestos armados en los lugares 
más apropiados para . asegurar la vigilan-
cia, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo dieciocho, uno, de ·la Constitu-
ción. 
Artículo veintiocho. Cuando la alte-
ración del orden público haya dado lugar 
a alguna de las circunstancias especifica-
das en el artículo cuarto o coincida con 
ellas, el Gobierno podrá adoptar ade-
más de las medidas propias del estado 
de excepción, las previstas para el estado 
de alarma en la presente ley. 
Artículo veintinueve. Si algún funcio-
nario o personal al servicio de una Ad-
ministración pública o entidad o instituto 
de carácter público u oficial favoreciese 
con su conducta la actuación de los ele~ 
mentos perturbadores del .orden, la Au-
toridad gubernativa podrá suspenderlo en 
el ejercicio de su cargo, pasando el tanto 
de culpa al Juez competente y notificán-
dolo al superior jerárquico a los efectos 
del oportuno expediente disciplinario. 
Artículo treinta. 1. Si durante el es-
tado de excepción el Juez estimase la 
existencia de hechos contrarios al orden 
público o a la seguridad ciudadana que 
puedan ser constitutivos de delito, oído 
el Ministerio Fiscal, decretará la prisión 
provisional del presunto responsable, la 
cual mantendrá, según su arbitrio, du-
rante dicho estado. 
2. Los condenados en estos procedi-
mientos quedan exceptuados de los be-
neficios de la remisión condicional duran-
te la vigencia del estado de excepción. 
Artículo treinta y uno. Cuando la de-
claración del estado de excepción afecte 
exclusivamente a todo o parte del ám-
bito territorial de una Comunidad Autó-
noma, la Autoridad gubernativa podrá 
coordinar el ejercicio de sus competen-
cias con el Gobierno de dicha Comuni-
dad. 
CAPITULO IV 
EL ESTADO DE SITIO 
Artículo treinta y dos. 1. Cuando se 
produzca o amenace producirse una in-
surrección o · acto de fuerza contra la 
soberanía o independencia de España, su 
integridad territorial o el ordenamiento 
constitucional, que no pueda resolverse 
por otros medios, el Gobierno, de con-
formidad con lo dispuesto en el aparta-
do cuatro del artículo ciento dieciséis de 
la Constitución, podrá proponer al Con-
greso de los Diputados la declaración 
de estado de sitio. 
2. La correspondiente declaración de-
terminará el ámbito territorial, duración 
y condiciones del estado de sitio. 
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3. La declaración podrá autorizar, 
además de lo previsto para los estados 
de alarma y excepción, la suspensión 
temporal de las garantías jurídicas del 
detenido que se reconocen en el apartado 
tres del artículo diecisiete de la Consti-
tución. 
Artículo treinta y tres. 1. En virtud 
de la declaración del estado de sitio, el 
Gobierno, que dirige la política militar 
y ,de la defensa, de acuerdo con el ar-
tículo noventa y siete de la Constitución, 
asumirá todas las facultades extraordina-
rias previstas en la misma y en la presen-
te ley. 
2. A efectos de lo dispuesto en el 
párrafo anterior, el Gobierno designará 
la Autoridad militar que, bajo su direc-
ción, haya de ejecutar las medidas que 
procedan en el territorio a que el estado 
de sitio se refiera. 
Artículo treinta y cuatro. La Autori-
dad militar procederá a publicar y difun-
dir los oportunos bandos, que contendrán 
las medidas y prevenciones necesarias, de 
acuerdo con la Constitución, la presente 
ley y las condiciones de la declaración 
del estado de sitio. 
Artículo treinta y cinco. En la decla-
ración del estado de sitio el Congreso 
de los Diputados podrá determinar los 
delitos que durante su vigencia quedan 
sometidos a la Jurisdicción Militar. 
Artículo treinta y seis. Las Autorida-
des civiles continuarán en el ejercicio de 
las facultades que no hayan sido confe-
ridas a la Autoridad militar de acuerdo 
con la presente Ley. Aquellas Autorida-
des darán a la militar las informaciones 
que ésta le , solicite y cuantas noticias 
referentes al orden público lleguen a su 
conocimiento. 
Disposici6n derogatoria 
Quedan derogados los artículos verno-
cinco a cincuenta y uno y' disposiciones 
finales y transitorias de 'la Ley cuarenta 
y cinco/mil novecientós cincUenta y nue-
ve, de treinta de julio, de Orden Públi-
co, así como cuantas disposiCiones se 
opongan a lo preceptuado en la presente 
Ley Orgánica. 
Disposici6n final 
La presente Ley entrará en vigor el día 
siguiente al ' de su publicación en el «Ea-
ledn Oficial del Estado». 
Por tanto, 
Mando a todos los ' españoles, particu-
lares y ' autoridades, que guarden y ha-
gan guardar esta Ley Orgánica. 
Palacio Real, de Madrid, a uno de ju-
nio de mil novecientos ochenta y uno. 
JUAN CARLOS R. 
El Presidente del Gobierno, 
LEOPOLDO CALVO-SOTELO y BUSTELO 
